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PROYECTO DE DECLARACION
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

D E C L A R A
              La preocupación y su manifiesta discrepancia en relación al dictado por parte del Poder Ejecutivo Nacional del Decreto de Necesidad y Urgencia Nro. 2609/2012, de fecha 27 de diciembre de 2012, por el cual se introdujeran modificaciones al Presupuesto General de la Administración Nacional para el Ejercicio de dicho año, y se faculta a la Jefatura de Gabinete de Ministros, a través de la Secretaría de Gabinete y Coordinación Administrativa, a otorgar a los gobiernos municipales ayuda financiera para la ejecución de gastos correspondientes a las prestaciones de dichas jurisdicciones, así como por el consiguiente dictado de la Resolución 13/2013, emanada de la Jefatura de Gabinete de Ministros, de fecha 16 de enero del año en curso, por la que, en consonancia con lo normado en el referido Decreto de Necesidad y Urgencia, se aprobara el “Procedimiento para Solicitudes de Ayuda Financiera, conforme el artículo 3º del Decreto Nro. 2609/2012”.
F U N D A M E N T OS
                         El Poder Ejecutivo Nacional mediante el Decreto 2609/2012, de fecha 27 de diciembre de 2012, modificó el Presupuesto General de la Administración Nacional para el Ejercicio de dicho año.

                         En los Considerandos del mismo, el cual se trata de un Decreto de Necesidad y Urgencia (DNU), se puntualizó:

                         “Que resulta necesario establecer políticas y acciones de Estado que permitan fortalecer los niveles subnacionales de mayor descentralización, estableciendo las debidas facultades para poder implementar mecanismos de asistencia económica y financiera destinados a mejorar la eficacia, la capacidad de respuesta y el resultado de la gestión  por parte de los gobiernos municipales.                             
                        Que a fin de evitar demoras en las acciones precedentemente referidas, resulta necesario disponer con urgencia las adecuaciones antes descriptas correspondientes al Ejercicio Presupuestario 2012.
                        Que, asimismo es dable destacar que ante la falta de una rápida respuesta a los requerimientos presupuestarios, algunas jurisdicciones y entidades podrían verse perjudicadas debido a la falta de las pertinentes autorizaciones que se requieren para el normal desenvolvimiento de sus acciones, no pudiendo atender los compromisos asumidos por las mismas, corriendo el riesgo de paralizar el habitual y correcto funcionamiento del Estado y de no estar en condiciones de atender sueldos, salarios y pasividades.”
                        Por el artículo 3º del referido Decreto de Necesidad y Urgencia (se facultó a  “la Jefatura de Gabinete de Ministros, a través de la Secretaria de Gabinete y Coordinación Administrativa, a otorgar a los gobiernos municipales ayuda financiera para la ejecución de gastos correspondientes a las prestaciones de dichas jurisdicciones”. 
                         Que la Jefatura de Gabinete de Ministros, a través de la Resolución Nro. 13/2013, de fecha 16 de enero del año en curso, en consonancia con lo dispuesto en el mencionado artículo 3º, aprobó el “Procedimiento para Solicitudes de Ayuda Financiera conforme el Artículo 3º del Decreto Nº 2609/2012”, por el cual se procediera a “la determinación del procedimiento que regulará el trámite de otorgamiento de ayuda financiera a los municipios/comunas comprendidos en los alcances de la normativa reseñada.”
                         Prestigiosos constitucionalistas se han pronunciado en relación al reparto de fondos de la Nación a las provincias, estimando que sólo pueden ser adoptadas con el acuerdo del Congreso. En el mismo sentido, evaluaron que la resolución proveniente de la Jefatura de Gabinete no respeta el papel que la Constitución nacional establece para las legislaturas y los gobernadores provinciales.
                         “El giro de fondos directo es contrario al espíritu y a la letra de la Constitución”, en opinión de Daniel Sabsay. En su opinión, “es inconstitucional porque no se puede hacer por medio de una resolución. El principio de legalidad es absoluto y no afecta sólo a los impuestos, sino a todos los aspectos complementarios como la distribución de fondos públicos, que también debe ser decidida por ley del Congreso y no puede ser definida por una resolución.”
                         Por su parte Gregorio Badeni, en relación a la resolución del Jefe de Gabinete, “es una medida que desconoce la autonomía que tienen las provincias, porque perturba la organización y el funcionamiento de los órganos provinciales. La resolución tiene un vicio de constitucionalidad. Implica pasar por encima de las instituciones, del federalismo y del Congreso de la Nación. Con esta norma, el Gobierno dispone, en definitiva, del erario público sin intervención de quienes tienen que controlar.”  Agregando que “la autonomía de los municipios, reconocida por la Constitución, es una autonomía de segundo grado, regulado por las legislaturas provinciales mediante una carta orgánica. Por esta razón, distintas provincias ofrecen grados de autonomía diferentes.”
                         Félix Lond, coincidiendo con las apreciaciones de los juristas antes mencionados, indicó que “los intendentes integran el régimen político de cada provincia, por lo tanto los fondos se derivan a las provincias y cada una hará el reparto de acuerdo al sistema que allí impere. Los municipios no tienen una relación directa con el gobierno nacional. Nuestra Constitución es clara, en su primer artículo indica que “la nación adopta el sistema representativo, republicano, federal. Por eso esta norma esta violando nuestro sistema federal y la Constitución.”
                         La decisión de la administración nacional de reglamentar un mecanismo a partir del cual financia de manera directa a los municipios, salteándose de esta manera a los gobiernos provinciales, no es nueva. Durante el año 2012, el gobierno nacional destinó por lo menos Quince mil millones de pesos ($ 15.000) a comunas de todo el país mediante diferentes mecanismos, destacándose las obras públicas del Ministerio de Planificación Federal y los planes que administra el Ministerio de Desarrollo Social.

                         Según información suministrada por el diario “La Nación”, del 31 de enero, “el Gobierno dispuso de modificaciones al presupuesto 2012 y usó el mecanismo contemplado en el decreto para enviar $ 6.000 millones a los municipios. De ese monto, $ 4.500 millones fueron aportados por la administración Nacional de Seguridad Social (Anses) y $ 1.479 millones, por el Banco Central (BCRA).”                       
                          En el comienzo de la actividad legislativa del año, el pasado 30 de enero, la Comisión Bicameral Permanente de Trámite Legislativo, con mayoría oficialista, aprobó el decreto de necesidad y urgencia (DNU), que le permite al Gobierno asignar partidas presupuestarias directamente a los municipios sin la intermediación de los gobernadores.                          

                           No obstante lo resuelto por la mencionada Comisión, cabe recordar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a través de un fallo del 19 de mayo de 2010, resolvió que el Poder Ejecutivo no puede dictar decretos de necesidad y urgencia (DNU) en forma discrecional y por conveniencia política y que, en virtud de la división de poderes, sólo puede hacerlo en forma excepcional cuando el Congreso no pueda intervenir. 

                         A través del fallo de referencia, emanado en forma unánime, el Máximo Tribunal estableció el criterio que del ejercicio del poder sujeto a límites constitucionales. 

                         Dicho pronunciamiento se basó en un caso de 2002. Consumidores Argentinos, una asociación de defensa del consumidor, había impugnado el Decreto 558/02, dictado por el entonces Presidente Eduardo Duhalde, en plena emergencia económica, por el cual modificó la Ley de Seguros 20.091 con la introducción de reformas que deberían haber sido introducidas por el Congreso de la Nación. 

                        La sentencia trasciende la importancia del caso original y la Corte reitera una doctrina que ya había sentado, en 1998, en el caso Verrocchi, durante el gobierno de Carlos Menem. 

                        La sentencia expresó, en uno de sus párrafos, que "No cabe duda de que la reforma constitucional de 1994 pretendió atenuar el sistema presidencialista, fortalecer el Congreso y darle mayor independencia al Poder Judicial". 

                        A partir de eso, la oposición aceleró el tratamiento de un proyecto para regular el uso de los DNU, que ya fue aprobado por la Cámara de Diputados y debe ser tratado por el Senado. 

                         Entre sus argumentos, la Corte Suprema destacó que, en la práctica política, los diferentes gobiernos incurrieron a lo largo de la historia en una "sistemática extralimitación" del uso de los DNU, incluso antes de que hubiesen sido admitidos por la Constitución Nacional. 

                         La consecuencia de ello, sostuvieron los magistrados, ha sido el "debilitamiento del sistema republicano democrático". Para corregir esta situación, la reforma constitucional de 1994 que tuvo entre los objetivos que enunció el de "atenuar el presidencialismo y fortalecer los mecanismos de control", introdujo en la Constitución limitaciones a los DNU. Cuando se interpreta la Constitución Nacional, para analizar un DNU deben tenerse en cuenta todos los principios del estado constitucional: por eso, la Corte señala que "el principio que organiza la división de poderes es la división de funciones y el control recíproco, esquema que no fue modificado por la reforma constitucional de 1994". 

                         En toda su extensión, la sentencia dejó definiciones que marcarán límites al actual gobierno y a los próximos. Los siguientes son algunos de los conceptos principales de la resolución judicial: 

· La Constitución establece que el Poder Ejecutivo sólo puede dictar DNU en circunstancias "excepcionales". 

· Esas circunstancias excepcionales que sí habilitan al Poder Ejecutivo a dictar un decreto de necesidad y urgencia son sólo de dos tipos: cuando el Congreso no puede seguir el trámite ordinario de sanción de las leyes (sea porque las cámaras legislativas no pueden reunirse por circunstancias de fuerza mayor, por ejemplo, guerras, desastres naturales) o cuando existe una situación de urgencia que requiere una solución inmediata. 

· Así como el Poder Ejecutivo, para dictar un DNU, invoca que existe una situación de "urgencia", el Poder Judicial "debe evaluar si las circunstancias invocadas realmente son excepcionales o, por el contrario, son inexistentes". Es decir, la Corte Suprema reafirmó su voluntad de ejercer un control, también, sobre las circunstancias de hecho en las que afirmó haberse apoyado el Ejecutivo. 

                         En virtud de lo precedentemente expuesto, no podeos dejar de plantea, nuevamente la preocupación que nos genera el dictado del Decreto de necesidad y urgencia, en este caso el Nro. 2609/2012 y la consiguiente resolución Nro. 13/2013, dictada por la Jefatura de Gabinete de Ministros, por aplicación de la atribución conferida por el artículo 3º de aquél.

                         No puede dejar de puntualizarse, que esta Cámara de Diputados, en su sesión del 2 de diciembre de 2010, aprobó el Proyecto de Declaración (autoría del diputado Jaime Linares) que tramitara por expte. D- 1593/10-11 por el cual se expresara el “Beneplácito por el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a través del cual se fijara límites al uso de Decretos de necesidad y urgencia por parte del Poder Ejecutivo”   
                         En virtud de discrepar con la práctica de recurrir a actos de tal naturaleza en las actuales circunstancias, desconociendo las pautas sentadas por nuestro más alto Tribunal de la Nación, es que se solicita la aprobación del Proyecto de Declaración sometido a vuestra consideración. 
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